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SEN. OSCAR EDUARDO RAMÍREZ AGUILAR 
PRESIDENTE DE LA MESA DIRECTIVA DE LA CÁMARA DE SENADORES 
LXIV LEGISLATURA DEL H. CONGRESO DE LA UNIÓN 
P R E S E N T E 
 
El suscrito, Juan Antonio Martín del Campo Martín del Campo, Senador de la 

República del Congreso General de la Unión en la LXIV Legislatura, integrante del 

Grupo Parlamentario del Partido Acción Nacional, con fundamento en lo dispuesto 

por los artículo 71 fracción II de la Constitución Política de los Estados Unidos 

Mexicanos; así como por los artículos 8° fracción I, 164 numeral 1, 169, 172 y demás 

aplicables del Reglamento del Senado de la República someto a consideración de 

esta Honorable Asamblea, la siguiente INICIATIVA CON PROYECTO DE 

DECRETO POR EL QUE SE REFORMAN DIVERSAS DISPOSICIONES DE LA 

LEY GENERAL DEL SISTEMA PARA LA CARRERA DE LAS MAESTRAS Y LOS 

MAESTROS, al tenor de la siguiente:  

 

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS 

 

La educación es el proceso de aprendizaje y socialización a través del cual se 

obtienen conocimientos y valores, se desarrollan hábitos, habilidades, costumbres, 

creencias, formas de actuar, etc. Siendo los padres y las y los educadores los 

articuladores principales de este proceso particular de desarrollo. 

 

La figura del y la docente es de suma importancia en la configuración de una 

sociedad democrática, ya que en ellas y ellos descansa la ardua labor de cimentar 

las bases educativas de quienes en un futuro se convertirán en el sostén económico, 

político, industrial, artístico e intelectual de nuestro país, de ahí que la Constitución 

Federal reconozca expresamente su contribución a la transformación social como 

agentes fundamentales del proceso educativo y tengan el derecho de acceder a un 

sistema integral de formación, capacitación y de actualización. 

 

La responsabilidad del o la docente no es simplemente enseñar. Las y los 

maestros deben ayudar a las y los estudiantes a adquirir las competencias para 

resolver problemas, analizarlos, enfocarse en tareas difíciles, pensar creativamente, 

comunicarse y trabajar con otros. Ellas y ellos tienen la responsabilidad de 
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garantizar que todas las niñas, los niños, las adolescentes y los adolescentes, cada 

uno con sus propios desafíos y potencial, puedan aprender de manera eficaz y tener 

una experiencia enriquecedora en la escuela.1 

 

Por ello, es que resulta de suma importancia contar con las y los mejores 

profesionales de la docencia en las escuelas, con la finalidad de que puedan 

transmitir de mejor manera los conocimientos, hábitos, aptitudes y valores 

esenciales a todas las y los estudiantes. 

 

De acuerdo con los resultados de la Encuesta Nacional de Ocupación y 

Empleo correspondiente al cuarto trimestre de 2019 elaborada por el INEGI, en 

México hay 1,197,778 personas ocupadas como docentes en educación básica de 

20 años y más de edad. De ese total, el 50.4% se encuentra impartiendo clases en 

primaria, el 25.9% se desempeña en secundaria y el 23.7% en el nivel preescolar.2 

 

De dicha encuesta también destaca que, del total del personal docente en 

educación básica, 71 de cada 100 son mujeres y se observa que la proporción 

aumenta a 94 de cada 100 en preescolar, mientras que en nivel secundaría 

disminuye a solo 57 mujeres y 43 hombres de cada 100. 

 

Durante los últimos años, se han tratado de implementar diversas reformas 

educativas tendientes a mejorar las condiciones del sistema educativo nacional y 

obtener mejores resultados que indician directamente en el desarrollo integral de 

las niñas, los niños, las adolescentes, los adolescentes y las y los jóvenes que se 

encuentren inmersos como educandas y educandos en el sistema público. 

 

Según información de la Organización para la Cooperación y el Desarrollo 

Económicos (OCDE), las principales tendencias en la evolución de las prioridades 

en materia de políticas en materia educativa de los países que integran la 

Organización se enfocan principalmente en cerrar las brechas existentes en el 

rendimiento de las y los alumnos debidas a su origen socioeconómico; mejorar el 

rendimiento de todas las y los alumnos; aumentar el acceso a la calidad de la 

 
1 https://www.bancomundial.org/es/topic/teachers#1  
2 https://www.inegi.org.mx/contenidos/saladeprensa/aproposito/2020/EAP_Maestro2020.pdf  

https://www.bancomundial.org/es/topic/teachers#1
https://www.inegi.org.mx/contenidos/saladeprensa/aproposito/2020/EAP_Maestro2020.pdf
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educación de la primera infancia; mejorar la inclusión de alumnos migrantes; y cerrar 

las brechas en el rendimiento entre niñas y niños, entre alumnas y alumnos de 

distintos grupos minoritarios y entre regiones.3 

 

Mientras tanto, en el 2019 se aprobó en nuestro país una nueva serie de 

reformas legales y constitucionales que pretendían modificar el marco legal en 

materia de educación que permitiera asentar un sistema de educación pública en 

donde el aprendizaje sea el centro del debate y no las cuestiones laborales o 

administrativas, permitiendo tomar decisiones en función de las niñas, niños y 

adolescentes. 

 

A pesar de que dichas modificaciones tienen su aspecto positivo, cuenta con 

otros que pueden llegar a ser perfectibles, dado que uno de sus principales ejes se 

centro en el proceso de admisión, promoción y evaluación de las maestras y los 

maestros, en atención al importante papel que juegan en el funcionamiento y 

eficacia del sistema educativo nacional. 

 

Dentro de la nueva Ley General para el Sistema de las Maestras y los 

Maestros se estableció un sistema unido de selección para asignación de plazas en 

el que se deben considerar los conocimientos, aptitudes y experiencia necesaria del 

o la docente para poder llevar a cabo su labor de enseñanza con la mejor calidad 

posible. 

 

Este sistema de selección contempla que ante la existencia de una plaza 

vacante se emita una convocatoria para que atiendan a ella las personas que se 

encuentren interesadas, sobre quienes se llevará a cabo el análisis de algunos 

elementos multifactoriales como la formación pedagógica de la persona; la 

acreditación de estudios mínimos de licenciatura; el promedio general de la carrera; 

los cursos extracurriculares con reconocimiento de validez oficial, entre otros, que 

darán como resultado un puntaje que servirá para distribuir las plazas existentes. 

 

 

 
3 https://www.oecd.org/education/El-trabajo-de-la-ocde-sobre-educacion-y-competencias.pdf p. 14. 

https://www.oecd.org/education/El-trabajo-de-la-ocde-sobre-educacion-y-competencias.pdf
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Una vez obtenido los resultados consecuencia de la valoración de los 

elementos multifactoriales, estos se ordenarán en una lista con la cual se llevará a 

cabo el proceso de asignación. 

 

Sin embargo, al hacer pública dicha lista resulta que no es una lista única, 

sino que esta dividida en dos partes. En la primera de ellas se establecen los 

puntajes máximos de las personas que hayan atendido la convocatoria y que son 

egresadas de escuelas normales públicas, de la Universidad Pedagógica Nacional 

o de los Centros de Actualización del Magisterio, mientras que en la otra se 

establecen los puntajes máximos de aquellas personas que son egresadas de otras 

instituciones de educación superior y de escuelas normales particulares, 

procediendo a realizar la asignación de las plazas en primer lugar a las personas de 

la primera parte de la lista, y en caso de aún existan vacantes, se procederá a 

asignar las plazas a las personas de la segunda parte, sin importar que estas tengan 

mayor calificación que aquellas. 

 

Derivado de ello, en mi Estado natal Aguascalientes se llevó a cabo un 

proceso de selección para la admisión en educación básica para el ciclo escolar 

2020-2021, en el que participaron 27 aspirantes a obtener alguna de las plazas 

disponibles, de los cuales 19 fueron egresados o egresados de escuelas normales 

públicas, de la Universidad Pedagógica Nacional y de los Centros de Actualización 

del Magisterio, mientras que 8 fueron egresados y egresadas de otras instituciones 

de educación superior y de las escuelas normales particulares. 

 

Sin embargo, de los puntajes desglosados de los elementos multifactoriales 

a considerar, se desprendió que el mayor puntaje fue de 88.019992 el cual fue 

obtenido por una persona profesional de la docencia con número de folio 

01AEB2021309339 y que se encontraba en la lista de personas egresadas de otras 

instituciones de educación superior y de escuelas normales privadas, mientras que 

el primer lugar de las personas egresadas de instituciones públicas obtuvo el 

puntaje de 86.278735. 
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Evidentemente este puntaje es menor al del primer lugar de la lista de otras 

instituciones y normales privadas, no obstante, este será el primer lugar en el orden 

de asignación de plazas, y la persona que obtuvo el puntaje de 88.019992 quedará 

relegada al puesto número 20 de la lista de asignación, debido a la configuración 

actual del proceso de selección. 

 

Esta situación nos demuestra un evidente trato discriminatorio por parte de 

la ley basado en el carácter público o privado de la institución en la cual realizaron 

sus estudios profesionales las personas aspirantes, sin importar el puntaje obtenido 

del análisis de los elementos multifactoriales establecidos en la legislación, el cual 

debe ser el elemento diferenciador para la asignación de las plazas vacantes, sin 

que interrumpa en su distribución el carácter de la institución de educación superior 

de las y los profesionistas de la educación. 

 

Al establecer que en los procedimientos de admisión y promoción en el 

sistema educativo público se otorguen plazas de forma preferente a los egresados 

de las escuelas normales públicas, de la Universidad Pedagógica Nacional y a los 

Centros de Actualización del Magisterio, se vulnera no solo el criterio de excelencia 

que debe permear en todo el sistema educativo nacional, sino que también se 

afectan los principios que rigen a todo el sistema para la carrera de las maestras y 

los maestros, tales como la equidad, la imparcialidad y la objetividad, siendo 

contradictorio al fin establecido en la fracción IV del artículo 3° de la ley referente a 

reconocer la experiencia de las y los maestros.  

 

Si bien esta situación discrimina de forma directa a las y los participantes en 

el proceso de admisión y promoción docente, afectando sus derechos humanos, no 

son los únicos derechos vulnerados, ya que una de las consecuencias benéficas de 

la eficacia de este sistema, es que se garantizan los derechos humanos de las y los 

niños, de las y los adolescentes, así como de las y los jóvenes que se encuentran 

inscritos en algún nivel del sistema educativo público, por lo que afectar la 

excelencia de la educación al no permitir que ingresen las y los maestros más 

capacitados, es atentar en contra de su derecho a la educación y alterar su 
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desarrollo integral, en favor de cumplir con cuotas sindicales que no encuentran la 

más mínima justificación. 

 

Además, se establece en el artículo 4 de la ley que en la aplicación de esta 

se debe priorizar el intereses superior de las niñas, niños, adolescentes y jóvenes 

de recibir una educación conforme a los principios, fines y criterios constitucionales, 

entre los que se encuentra el de excelencia, entendido como el mejoramiento 

integral constante que promueve el máximo logro de aprendizaje de los educandos, 

para el desarrollo de su pensamiento crítico y el fortalecimiento de los lazos entre 

escuela y comunidad, el cual debe de garantizarse por encima de la carga 

administrativa, el cual con el diseño actual del sistema no se cumple a cabalidad. 

 

Algunas personas podrían argumentar que la redacción actual de los 

artículos en comento de la Ley es una acción afirmativa justificada en el octavo 

párrafo del artículo 3° constitucional, que establece la obligación del Estado de 

fortalecer a las instituciones públicas de formación docente, de manera especial a 

las escuelas normales. 

 

Sin embargo, no podemos afirmar que esta acción fortalezca de forma directa 

a dichas instituciones, que, si bien tienen una importancia fundamental e 

imprescindible en la formación del personal docente a nivel nacional, durante mucho 

tiempo su desarrollo como institución educadora de educadores ha sido relegada y 

muy poco atendida por las administraciones pasadas, por lo que aún requieren de 

muchas otras acciones que permitan fortalecer su marco de actividad formativa. 

 

El seguir con esta lógica permitiría concluir que no hay necesidad de que 

exista un sistema para adjudicar plazas, ya que estas serían cubiertas directamente 

por las y los egresados de las escuelas normales, pero ese no es ni debe ser la 

forma de operación de este sistema. Si bien el contenido sustantivo de estas 

disposiciones teleológicamente es noble, operativamente va en contra de lo 

dispuesto por nuestra Constitución, ya que, al analizar este caso bajo un estricto 

test de proporcionalidad, no pasa siquiera la fase de la idoneidad, ya que no 
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contribuye a fortalecer las instituciones de formación docente, ni a conseguir la 

excelencia de la educación por sí misma. 

 

A pesar de ello, reconocemos que la educación que imparten las escuelas 

normales públicas debe ser un pilar más que sostenga en un futuro la calidad de 

nuestra educación, por ello, es que pretendemos reformar la Ley General del 

Sistema para la Carrera de las Maestras y los Maestros y hacer más accesible las 

vacantes a los profesionistas de la docencia a fin de que, sin importar la naturaleza 

privada o pública de la institución en que hicieron sus estudios, puedan tener acceso 

a ellas quienes obtengan los mejores puntajes conforme a los criterios que 

establece la propia ley. 

 

Con base en lo anterior, no se dará atención exclusiva y preponderante a las 

y los egresados de las escuelas normales públicas y solo de forma subsidiaria a las 

y los egresados de escuelas privadas, sino que, sin importar el carácter de la 

institución de su procedencia, se optará por asignar las plazas disponibles en un 

orden descendente que ira desde la persona que haya obtenido el mayor puntaje 

hasta quien haya obtenido el menor, condicionados a la cantidad de plazas 

disponibles. 

 

Las medidas tendientes al fortalecimiento de las instituciones públicas de 

formación docente, entre las que se encuentran de manera especial las escuelas 

normales, deben de abordar integralmente el desarrollo de las y los maestros desde 

su ingreso hasta su egreso, a fin de que puedan competir con las mejores 

credenciales posibles en los procesos de admisión y promoción contra las y los 

egresados de escuelas privadas e incluso de las mismas normales públicas. 

Por ello, consideramos prudente garantizar el acceso a las plazas disponibles 

de maestras y maestros a las y los profesionistas de la docencia que obtengan los 

mejores puntajes conforme a los criterios de evaluación que establece la legislación 

correspondiente. Con esta medida estaremos no solamente a un paso de generar 

una verdadera educación de excelencia, sino más cerca de una justicia distributiva. 
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Por lo anteriormente expuesto, someto a la consideración de esta Asamblea 

el siguiente:  

PROYECTO DE DECRETO 

ARTÍCULO ÚNICO: Se deroga la fracción VIII del artículo 39 y se reforman los 

artículos 35, 39 fracción VI y 40 de la Ley General del Sistema para la Carrera 

de las Maestras y los Maestros, para quedar como sigue: 

Artículo 35. Con objeto de fortalecer a las escuelas normales públicas, a la 

Universidad Pedagógica Nacional y a los Centros de Actualización del Magisterio, 

la Secretaría debe mantener actualizados y vigentes los planes de estudios de 

acuerdo con las necesidades del servicio educativo nacional, y promover la 

capacitación continua de las y los egresados de estas instituciones, con la 

finalidad de que se encuentren mejor preparados para obtener un mayor 

puntaje en los procesos de selección para la admisión al servicio público 

educativo.     

Artículo 39. …  

… 

I. … a V. … 

VI. La asignación de las plazas sólo se realizará a las personas que se 

encuentren en el listado nominal que remita la Secretaría a la autoridad 

educativa de la entidad federativa, el cual será ordenado de acuerdo con los 

resultados de la valoración de los elementos multifactoriales a los que se 

refiere la fracción V de este artículo, sin importar si se trata de egresadas 

o egresados de escuelas normales públicas del país, de la Universidad 

Pedagógica Nacional y de los Centros de Actualización del Magisterio 

o de otras instituciones de educación superior y de las escuelas 

normales particulares. En caso de que alguna persona no acuda al evento 

de asignación o no acepte la plaza asignada, se recorrerá el listado de 

manera progresiva en el orden establecido; 

VII. … 
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VIII. (Se deroga) 

IX. … a XV. … 

… 

Artículo 40. …  

Con objeto de fortalecer a las instituciones públicas de formación docente, como lo 

dispone el artículo 3o. de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, 

las egresadas y los egresados de las escuelas normales públicas del país, de la 

Universidad Pedagógica Nacional y de los Centros de Actualización del Magisterio, 

tendrán prioridad para la admisión al servicio público educativo cuando en igualdad 

de circunstancias obtengan el mismo puntaje en el proceso de selección para 

la admisión correspondiente con respecto a las egresadas y los egresados de 

otras instituciones de educación superior y de las escuelas normales 

particulares. 

TRANSITORIOS 

ÚNICO. - El presente Decreto entrará en vigor el día siguiente al de su publicación 

en el Diario Oficial de la Federación. 

Atentamente 

 

___________________________________________________ 

 Sen. Juan Antonio Martín del Campo Martín del Campo 

Salón de Sesiones del Pleno del Senado de la República, a 8 del mes de febrero 

del año 2021. 


